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Este escrito permite dilucidar la política criminal que el Estado colombiano 
ejecuta en el ámbito de la población adolescente, el cual se encuentra plasmado 
en normas y procedimientos, contrastando con los principios y valores 
consagrados en la Carta Política de 1991, es por ello que se coloca en marcha el 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes descrito en la ley 1098 de 
2006 Código de Infancia y Adolescencia, identifica no solo sus beneficios sino 
las contradicciones, matices y vacíos que presenta, y que vale la pena resaltar a 
fin de generar conciencia en la sociedad sobre la problemática que se esconde 
tras un texto normativo que concede garantías a una población que con el paso 
del tiempo es procaz en la ejecución de conductas típicas, antijurídicas y 
culpables, poniendo en jaque el aparato estatal frente a las garantías a esta 
población adolescente y la forma de prevenir y sancionar su actuar.  
Los acontecimientos sociales y políticos propios de la modernización de un 
estado – nación, frente al acelerado crecimiento en la tasa de conductas 
antijurídicas cometidas por la población adolescente subyacen en un sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes contenido en una norma con el 
propósito de explorar la política criminal que el Estado desarrolla a través del 
denominado iuspunendi, es decir, la potestad que tiene el Estado de sancionar a 
quien ha infringido la ley.  
Marlene Cruz Lancheros & Luis Alfonso Pérez Duarte 
ix 
El derecho penal no sólo se circunscribe al conjunto de normas penales 
desarrolladas a través del derecho positivo, abarca entonces el conjunto de 
normas propias que desarrollan el sistema penal colombiano, la rama judicial y 
los demás agentes, así como las denominadas medidas de seguridad pos 
delictuales para inimputables y las sanciones de que trata la Ley 1098 de 2006. 
El presente estudio obedece a un tipo de investigación descriptiva-cualitativa, el 
diseño de esta investigación no es experimental, porque no se manipulan las 
variables, sino que se observan tal y como son en su contexto natural para ser 
analizadas.  
Palabras claves: Código de Infancia y Adolescencia, Comisión de delitos, 
Inimputables, Población adolescente, Política Criminal. 
 
ABSTRACT 
This document allows to elucidate the criminal policy that the Colombian 
State executes in the area of the adolescent population, which is embodied in 
norms and procedures, in contrast with the principles and values enshrined in 
the 1991 political letter, that is why it is placed the criminal responsibility system 
for adolescents described in the law 1098 of 2006 Code of Childhood and 
Adolescence, identifies not only its benefits but the contradictions, nuances and 
voids that it presents, and that it is worth highlighting in order to generate 
awareness in the society on the problem that hides behind a normative text that 
grants guarantees to a population that with the passage of time is precarious in 
 
x 
the execution of typical, unlawful and guilty behaviors, putting in check the 
state apparatus against the guarantees to this adolescent population and the 
way to prevent and punish their actions. The social and political events of the 
modernization of a nation - state, in contrast to the accelerated growth in the 
rate of unlawful behavior committed by the adolescent population, underlies a 
system of criminal responsibility for adolescents contained in a norm with the 
purpose of exploring politics.  
Criminal that the State develops through the so-called iuspunendi, that is, 
the power that the State has to punish those who have violated the law. 
Criminal law is not only limited to the set of criminal rules developed through 
positive law, it also encompasses the set of rules developed by the Colombian 
criminal system, the judicial branch and other agents, as well as the so-called 
post-criminal security measures. For non-attributable and the sanctions that are 
dealt with by Law 1098 of 2006. The present study obeys a type of descriptive-
qualitative research, the design of this research is not experimental, because the 
variables are not manipulated, but they are observed as such They are in their 
natural context to be analyzed. 
Key Words: Code of Childhood and Adolescence, Commission of Crimes, 
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La política criminal colombiana en los últimos años muestra como rasgo 
principal la inconsistencia y poca solidez, frente a los constantes cambios de las 
conductas punibles y los sujetos que las ejecutan; Se funda entonces, en 
modelos empíricos, enmarcados constitucionalmente en una carta política 
garantista. Es evidente una política criminal reactiva y reaccionaria, con la 
adecuada fundamentación legal, pero con serias incoherencias y falta de 
perspectiva clara de derechos humanos, que hacen que su eficacia sea casi 
nula, y no responda a las necesidades de la estructura particular de la sociedad 
colombiana.  
Las diferentes medidas que se han adoptado en el contexto nacional, en 
cuanto a la política criminal han respondido a fenómenos de opinión pública y a 
la urgencia de los gobiernos para mostrar resultados, frente a hechos graves de 
violencia, crueldad, delincuencia juvenil organizada e impunidad; el carácter 
reaccionario de la política criminal en Colombia, carece de sistemas que 
permitan evaluar la eficacia, eficiencia y pertinencia de las políticas criminales 
adoptadas por las autoridades frente a la complejidad del fenómeno criminal en 
nuestro país, que incluye desde violencias cotidianas hasta formas agudas de 
criminalidad organizada ejecutada por la población adolescente.  
Marlene Cruz Lancheros & Luis Alfonso Pérez Duarte 
3 
Dentro de la investigación se pretende resolver la siguiente pregunta: ¿La 
Política criminal incide frente al acelerado crecimiento de la comisión de delitos 
por parte de la población adolescente en Colombia?. Así mismo se plantea como 
objetivo general determinara la incidencia de la política criminal frente al 
acelerado crecimiento de la comisión de delitos por parte de la población 
adolescente en colombiana, delimitado en el tiempo entre los años 2004 y 2015. 
Se busca llegar a este mediante la resolución de los siguientes objetivos 
específicos: Conceptualizar a partir de un referente histórico - teórico, la 
incidencia de la política criminal, frente al crecimiento de la comisión de delitos 
por parte de la población adolescente en Colombia; Identificar el marco 
normativo en materia de política criminal colombiana en adolescentes; 
Determinar el vínculo entre la política criminal del estado colombiano y la 
prevención del delito en la población adolescente en colombiana; y Establecer 
un análisis Cuantitativo - Descriptivo de la incidencia de la política criminal 
frente al acelerado crecimiento de la comisión de delitos de la población 
adolescente en Colombia. 
La investigación en la cual se centra el presente trabajo tiene como 
justificación la pertinencia para conocer y determinar la Carta Política de 
Colombia, como norma de normas que se convierte en la norma fundamental 
del Estado Social y Democrático de Derecho, ésta fija los límites y define las 
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relaciones entre los poderes públicos del Estado, pero también garantiza al 
pueblo sus derechos y libertades (Constitución Política, 1991).  
Ahora bien, en cuanto a la política criminal frente al constante crecimiento 
de las conductas punibles cometidas por la población juvenil, hace que esta no 
solo se reduzca al ámbito penal; se deben incluir aspectos analíticos sobre las 
causas de la criminalidad, la forma como deben ser sancionados los delitos, los 
bienes jurídicos tutelados y los instrumentos que deben ser utilizados para 
concretar las orientaciones fundamentales contenidas en dicha política.  
El derecho penal sigue siendo el elemento característico de la política 
criminal, pero que no se debe desmarcar de la política social o confundirla con 
las políticas de seguridad, es por ello que se constituye como un mecanismo 
importante para evitar las tendencias excesivamente punitivistas de un estado. 
Esta guarda estrecha relación con la idea de que el derecho penal sea la última 
ratio, frente a las crecientes conductas delictivas de la población; Colombia es 
un país que por décadas se encuentra sumergido en una asidua violencia y 
convulsión social; la forma de abordar la realidad y las problemáticas de la 
sociedad colombiana, en especial el reciente fenómeno delictivo de la población 
juvenil ha otorgado a los gobiernos un carácter reaccionario, frente a las 
políticas que planean y ejecutan, toda vez que han estado dirigidas al castigo, a 
la represión, dejando de lado la prevención.  
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Es por ello, que en múltiples ocasiones, nos vemos inmersos en una serie 
de políticas públicas fragmentadas, desarticuladas y divididas que van en 
contravía con el verdadero objetivo de una política criminal efectiva, el cual es 
“garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos 
de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción” (Sentencia C-936, 2010) lo 
que se traduce necesariamente en una falta de estrategia del Estado para 

















POLÍTICA CRIMINAL EN COLOMBIA 
1.1.- Aspectos Generales 
La noción de “política criminal” ha sido definida por la Corte 
Constitucional, como “el conjunto de respuestas que un Estado estima necesario 
adoptar para hacerle frente a conductas consideradas reprochables o causantes 
de perjuicio social con el fin de garantizar la protección de los intereses 
esenciales del Estado y de los derechos de los residentes en el territorio bajo su 
jurisdicción”. La jurisprudencia constitucional ha reconocido así mismo que la 
política criminal puede ser articulada por el Legislador a través de la expedición 
de normas. En este sentido indicó que: “la legislación penal es manifestación 
concreta de la política criminal del Estado”, y que “la decisión política que 
determina los objetivos del sistema penal y la adecuada aplicación de los medios 
legales para luchar contra el crimen y alcanzar los mejores resultados, se 
plasma en el texto de la ley penal” (Sentencia C-646, 2001).  
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Así mismo, se precisó que “la norma penal, una vez promulgada, se 
independiza de la decisión política que le da origen, conservando la finalidad 
buscada por su redactor en el elemento teleológico de la norma”. 
1.2.- Concepto de Política Criminal 
Entre las distintas medidas normativas que, de conformidad con la 
jurisprudencia constitucional, forman parte del concepto de “política criminal”, 
se encuentran: (a) las que definen los bienes jurídicos que se busca proteger 
por medio de las normas penales, a través de la tipificación de conductas 
delictivas, (b) las que establecen los regímenes sancionatorios y los 
procedimientos necesarios para proteger tales bienes jurídicos, (c) las que 
señalan criterios para aumentar la eficiencia de la administración de justicia, (d) 
las que consagran los mecanismos para la protección de las personas que 
intervienen en los procesos penales, (e) las que regulan la detención preventiva, 
o (f) las que señalan los términos de prescripción de la acción penal. Así mismo 
ha reconocido esta Corporación que: 
…(…) “las normas del Código de Procedimiento Penal son un elemento 
constitutivo la política criminal en tanto instrumento para su 
materialización, puesto que regulan las formas y los pasos que deben 
seguir quienes ejecuten dicha política en la práctica”. (Sentencia C-387, 
2014). 
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Según lo ha determinado la jurisprudencia de esta Corte, una parte 
integrante del proceso de diseño y adopción de políticas públicas en materia 
criminal es la utilización de instrumentos normativos.  
1.3.- La política criminal como facultad del Legislador 
La voluntad del Congreso al expedir las leyes, en ejercicio de su función 
constituyente y de su potestad de diseñar y adoptar la política criminal del 
Estado, es de amplio espectro al punto que se orientó a instituir un “nuevo 
sistema” de investigación, acusación y juzgamiento en materia penal, en el cual 
se inscribe como figura estelar el principio de oportunidad.  
En este sentido ha señalado también la jurisprudencia que “el concepto de 
política criminal comprende la respuesta penal tradicional al fenómeno criminal”. 
Y si bien las leyes penales pueden ser la expresión de una política, dado su 
carácter de normas jurídicas deben obviamente respetar la Constitución. De 
modo que cuando una política pública es formulada en un instrumento jurídico, 
se debe respetar el ordenamiento superior.  
En materia penal este imperativo resulta todavía más claro que en otros 
ámbitos de las políticas públicas, toda vez que se trata de una esfera del orden 
normativo en el que los derechos fundamentales se encuentran particularmente 
implicados ya sea desde el punto de vista del imputado o de la víctima, y el 
interés de la sociedad se encuentra igualmente comprometido. El margen del 
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órgano que adopta la política pública es más amplio o reducido según sean 
mayores y más detallados los condicionamientos fijados en la Constitución al 
respecto. (Sentencia C-936, 2010) 
1.4.- La responsabilidad penal de los menores en el ordenamiento 
constitucional colombiano. 
La Constitución Política de 1991, no se refiere expresamente al tema de la 
responsabilidad penal de los menores de edad. Sin embargo, tanto el derecho 
internacional de los derechos humanos y el derecho comparado, como la ley 
colombiana, la jurisprudencia constitucional y la jurisprudencia penal de la Corte 
Suprema de Justicia, junto con la doctrina especializada en la materia, coinciden 
en una premisa básica: los menores de edad que han cometido conductas 
constitutivas de violaciones de la ley penal son responsables frente al Estado y 
frente a la sociedad por sus acciones, y dicha responsabilidad se ha de traducir 
en la adopción de medidas de tipo judicial y administrativo que sean apropiadas 
en su naturaleza, características y objetivos a la condición de los menores en 
tanto sujetos de especial protección, que se orienten a promover su interés 
superior y prevaleciente y el respeto pleno de sus derechos fundamentales, que 
no obedezcan a un enfoque punitivo sino a una aproximación protectora, 
educativa y resocializadora, y que sean compatibles con las múltiples garantías 
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reforzadas de las que los menores de edad son titulares a todo nivel por motivo 
de su especial vulnerabilidad. (Sentencia C-203, 2005). 
La Constitución Política en el Art. 45 prescribió que el adolescente tiene 
derecho a la protección y a la formación integral y que el Estado y la sociedad 
garantizan la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y 
privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud. 
En relación con la protección constitucional a los adolescentes (Constitución 
Política, 1991. Art. 45), la Corte Constitucional ha considerado que ellos están 
comprendidos en el concepto amplio de “niños” de que trata el Art. 44 de la 
Constitución y por tanto gozan de protección especial por parte de la familia, la 
sociedad y el Estado y son titulares de los derechos fundamentales en él 
consagrados, que prevalecen sobre los derechos de los demás (Constitución 
Política, 1991. Art. 44). 
1.5.- Marco legal para los menores de edad y los adolescentes. 
Con la Ley 1098 de 2006, o Código de la Infancia y la Adolescencia, se 
creó el sistema de responsabilidad penal para adolescentes y lo definió, en su 
artículo 139, como el conjunto de principios, normas, procedimientos, 
autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o 
intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas 
que tengan entre 14 y 18 años al momento de cometer el hecho punible (Ley 
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1098, 2006). En dicho sistema también tiene particular presencia el principio de 
oportunidad. Si bien conserva su fundamento constitucional y las directrices 
generales que lo informan, aquí se le reconoce como principio rector de 
aplicación preferente, en favor del interés superior del niño, la niña y los 
adolescentes. Este desarrollo legal abandona la concepción proteccionista del 
menor que lo asume como sujeto inimputable, para tenerlo ahora como una 
persona con capacidades y responsabilidad penal por sus actos y consecuencias, 
aunque disminuida por su propia condición, rodeado por un sistema con 
garantías constitucionales y legales. Al tenor de lo dispuesto en el artículo 140 
del CIA las medidas tomadas en el proceso de responsabilidad penal del 
adolescente son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del 
sistema de adultos, conforme a la protección integral. 
El Código del Menor, o Decreto 2737 de 1989, se elaboró tomando como 
fundamento los principios previstos en la Convención de los Derechos del Niño; 
en él se tuvo como principio prevalente el interés superior del menor (Decreto 
2737, 1989). Estas pautas, de obligada aplicación en su interpretación 
normativa, evidencian la filosofía eminentemente protectora que lo caracteriza e 
identifica, marcada por una concepción según la cual el menor de edad es 
inimputable pues, atendiendo a criterios principalmente biológicos, no ostentaba 
la capacidad tanto de comprender a cabalidad la ilicitud de la conducta 
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reprochable desde el punto de vista penal que desarrollara como la de 
determinarse conforme a dicha comprensión. 
 Bajo tales parámetros el menor recibía un tratamiento de inimputable, no 
podía ser considerado culpable y por ende mal podía formulársele un juicio de 
reproche jurídico penal. Su comportamiento solo era estudiado a la luz de la 
tipicidad y la antijuridicidad más no desde el tópico de la culpabilidad. Se 
sometía a un procedimiento de orden tutelar, encaminado a su rehabilitación y 
protección, alejado de todo aspecto o influencia penal propiamente dicha. 
 Esta concepción condujo a que se le tuviera más como objeto de 
protección que como sujeto de derecho, privándolo de algunas garantías básicas 
ostentadas por los mayores, y a que la decisión del juez se fundara en las 
condiciones personales del infante más que en su conducta o hecho cometido.  
 Con la expedición de la Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la 
Adolescencia, el legislador, entre otros cometidos, buscó ponerse a tono con los 
instrumentos internacionales que se ocupan de la responsabilidad penal del 
menor de edad, pasando de un modelo puramente proteccionista y educativo a 
otro caracterizado por la responsabilidad penal con garantías constitucionales y 
legales aunque orientado a una finalidad educativa. Es decir, un sistema de 
responsabilidad penal que si bien lo considera imputable y como tal sujeto a 





REFERENTE TEORICO Y NORMATIVO 
2.1. Referente teórico 
2.1.1.- Estado Social de Derecho. 
De acuerdo a la Constitución Política de 1991, Colombia es un Estado 
Social de Derecho, porque las políticas se fundamentan en la protección de la 
dignidad humana y los derechos fundamentales.  
Esencialmente el Estado Social de Derecho en Colombia tiene como 
propósito fundamental el bienestar de los ciudadanos, donde los residentes 
tengan la posibilidad de vivir del modo más digno posible, sin importar la 
situación económica de cada persona, estas deben tener derechos que les 
permitan acceder a un excelente servicio de salud, educación, trabajo, 
alimentación y además gozar de una participación activa en la democracia del 
país.  
El artículo 1º de la Constitución establece el Estado Social de Derecho en 
Colombia como una base esencial de la organización política.  
La definición de Estado Social de Derecho surgió en Europa en la segunda 
mitad del siglo XX, como un modelo de organización del Estado orientado a 
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“realizar la justicia social y la dignidad humana mediante la sujeción de las 
autoridades públicas a los principios, derechos y deberes sociales de orden 
constitucional”. 
En ese sentido, el supuesto fundamental sobre el cual se elabora esta 
clase de organización política es el de una privada, inseparable interrelación 
entre las categorías del “Estado” y la “sociedad”, la cual se contempla ya no 
como una entidad constituida por individuos libres e iguales en abstracto de 
acuerdo a la fórmula tradicional del Estado liberal decimonónico-, sino como una 
reunión de sujetos y grupos en condiciones de desigualdad real.  
El rol del Estado Social de Derecho en Colombia trata, así, en “crear los 
supuestos sociales de la misma libertad para todos, esto es, de suprimir la 
desigualdad social”; según lo ha estipulado esta Institución, “con el término 
„social‟ se señala que la acción del Estado debe dirigirse a garantizarle a los 
asociados condiciones de vida dignas. Es decir, con este concepto se resalta que 
la voluntad del Constituyente en torno al Estado no se reduce a exigir de éste 
que no interfiera o recorte las libertades de las personas, sino que también 
exige que el mismo se ponga en movimiento para contrarrestar las 
desigualdades sociales existentes y para ofrecerle a todas las oportunidades 




El principio de Estado Social de Derecho difiere con el Estado de Derecho 
liberal con respecto a sus propósitos: el Estado Social de Derecho no se limita 
únicamente a salvaguardar la vida, la propiedad y la libertad por medio de la 
protección contra el fraude, el hurto, el incumplimiento contractual o los 
perjuicios provocados por terceros, funciones clásicas de lo que significa un 
Estado vigilante. Sus propósitos poseen mayor alcance y tienen en cuenta, entre 
otros, fomentar la prosperidad general; asegurar la eficacia de las normas, 
derechos y deberes estipulados en la Constitución; permitir la intervención de 
todos en las determinaciones que repercuten en ellos y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; y garantizar el ejercicio de un 
orden justo (Constitución Política, 1991. Art. 2).  
Para esto, el Estado Social de Derecho en Colombia dispone de facultades 
extensas de participación en la economía, las cuales deben estar enfocadas a 
conseguir los propósitos generales del Estado y los objetivos específicos de la 
intervención económica enunciados fundamentalmente en el artículo 334 de la 
Constitución. Entre estos fines específicos sobresalen el de “asegurar que todas 
las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a 
los bienes y servicios básicos” (Constitución Política, 1991. Art. 334 Inc. 2).  
El alcance del principio de Estado Social de Derecho en Colombia respecto 
de la relación entre las autoridades y la persona individualmente considerada es 
bastante amplio, y se ve reforzado por los principios fundamentales de la 
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dignidad humana, el trabajo, la solidaridad (Constitución Política, 1991. Art. 1) y 
la igualdad (Constitución Política, 1991. Art. 13). 
2.1.2.- Constitucionalización del derecho penal. 
La Corte ha reconocido que existe una estrecha relación entre la 
Constitución y la política criminal, que parte de la idea de la 
¨constitucionalizarían¨ de aspectos medulares del derecho penal, tanto en 
materia sustantiva como procedimental (Coba Monsalvo, 2012). Al respecto 
señaló la Corporación: “De un lado, encontramos el problema de la relación 
entre la Constitución y la política criminal del Estado, o si se quiere, entre el 
derecho constitucional y el derecho penal, (...). “Así, ha habido una 
constitucionalización del derecho penal porque tanto en materia sustantiva 
como procedimental, la Carta incorpora preceptos y enuncia valores y 
postulados - particularmente en el campo de los derechos fundamentales - que 
inciden de manera significativa en el derecho penal y, a la vez, orientan y 
determinan su alcance. Esto significa entonces que el Legislador no tiene una 
discrecionalidad absoluta para definir los tipos delictivos y los procedimientos 
penales, ya que debe respetar los derechos constitucionales de las personas, 
que aparecen, así como el fundamento y límite del poder punitivo del Estado. 
Fundamento, porque el iuspunendi debe estar orientado a hacer efectivos esos 
derechos y valores constitucionales. Y límite, porque la política criminal del 
 
5 
Estado no puede desconocer los derechos y la dignidad de las personas” (Coba 
Monsalvo, 2012). 
2.1.3.- Política Criminal. 
El concepto de política criminal es abordado dentro de una perspectiva 
normativa con una principal alusión a la prevención del delito, algunos autores 
definen la política criminal, como un conjunto de herramientas utilizadas por el 
Estado para prevenir y reprimir la criminalidad. (Guzmán González & Rodríguez 
Serpa, 2008, pág. 65) 
La noción de “política criminal” ha sido definida por la Corte, como “el 
conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle 
frente a conductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social 
con el fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de 
los derechos de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción”. La 
jurisprudencia constitucional ha reconocido así mismo que la política criminal 
puede ser articulada por el legislador a través de la expedición de normas. En 
este sentido indicó que: “la legislación penal es manifestación concreta de la 
política criminal del Estado”, y que “la decisión política que determina los 
objetivos del sistema penal y la adecuada aplicación de los medios legales para 
luchar contra el crimen y alcanzar los mejores resultados, se plasma en el texto 
de la ley penal”. Así mismo, se precisó que “la norma penal, una vez 
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promulgada, se independiza de la decisión política que le da origen, 
conservando la finalidad buscada por su redactor en el elemento teleológico de 
la norma”. 
Entre las distintas medidas normativas que, de conformidad con la 
jurisprudencia constitucional, forman parte del concepto de “política criminal”, 
se encuentran: (a) las que definen los bienes jurídicos que se busca proteger 
por medio de las normas penales, a través de la tipificación de conductas 
delictivas, (b) las que establecen los regímenes sancionatorios y los 
procedimientos necesarios para proteger tales bienes jurídicos, (c) las que 
señalan criterios para aumentar la eficiencia de la administración de justicia, (d) 
las que consagran los mecanismos para la protección de las personas que 
intervienen en los procesos penales, (e) las que regulan la detención preventiva, 
o (f) las que señalan los términos de prescripción de la acción penal (Villegas 
Paiva, 2009). Así mismo ha reconocido esta Corporación que “las normas del 
Código de Procedimiento Penal son un elemento constitutivo la política criminal 
en tanto instrumento para su materialización, puesto que regulan las formas y 
los pasos que deben seguir quienes ejecuten dicha política en la práctica”. 
Según lo ha determinado la jurisprudencia de esta Corte, una parte integrante 
del proceso de diseño y adopción de políticas públicas en materia criminal es la 
utilización de instrumentos normativos, tales como el Acto Legislativo No. 3 de 
2002, el cual no se limitó a efectuar reformas menores a la Fiscalía creada por la 
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Constitución de 1991. La voluntad del Congreso al expedirlo, en ejercicio de su 
función constituyente y de su potestad de diseñar y adoptar la política criminal 
del Estado, fue de amplio espectro al punto que se orientó a instituir un “nuevo 
sistema” de investigación, acusación y juzgamiento en materia penal, en el cual 
se inscribe como figura estelar el principio de oportunidad. En este sentido ha 
señalado también la jurisprudencia que “el concepto de política criminal 
comprende la respuesta penal tradicional al fenómeno criminal”. Y si bien las 
leyes penales pueden ser la expresión de una política, dado su carácter de 
normas jurídicas deben obviamente respetar la Constitución. De modo que 
cuando una política pública es formulada en un instrumento jurídico, se debe 
respetar el ordenamiento superior.  
En materia penal este imperativo resulta todavía más claro que en otros 
ámbitos de las políticas públicas, toda vez que se trata de una esfera del orden 
normativo en el que los derechos fundamentales se encuentran particularmente 
implicados ya sea desde el punto de vista del imputado o de la víctima, y el 
interés de la sociedad se encuentra igualmente comprometido. El margen del 
órgano que adopta la política pública es más amplio o reducido según sean 
mayores y más detallados los condicionamientos fijados en la Constitución al 
respecto. (Sentencia C-936, 2010) 
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2.1.4.- Criminalidad. 
La criminalidad puede ser definida como una disciplina que se encarga del 
estudio de los crímenes y de los criminales, de las conductas delictivas o 
antisociales que realizan y del porqué de las mismas (Hikal, 2009). Se hace 
imperativa su relación con otras ramas del conocimiento, como la Sociología o la 
Psicología, gracias a ellas se pueden realizar estudios las conductas delictivas y 
sus múltiples factores. 
2.1.5.- Delito. 
Delito, acción u omisión penada por la ley. El concepto está sometido por 
completo al principio de legalidad, de tal forma que el principio acuñado por los 
juristas romanos nullum crimen sine lege, es su regla básica. Por esto resulta 
irrelevante el intento de averiguar una noción sustancial de delito, como pueda 
ser en otras épocas el delito natural, pues delito es solo aquello castigado por la 
ley. Por otro lado, también resulta evidente que la ley penal no puede ser 
arbitraria y castigar respondiendo al criterio exclusivo de poner a prueba a los 
ciudadanos, sino que pretende la defensa de bienes jurídicos concretos. Los 
delitos se clasifican en delitos graves y menos graves, en atención a la pena que 
se impone, utilizándose por tanto un principio más cuantitativo (gravedad de la 




Desde una perspectiva más técnica se define el delito como acción u 
omisión típica, antijurídica, culpable y penada por la ley. La acción es un hecho 
previsto en la ley penal y dependiente de la voluntad humana. La acción 
delictiva puede consistir en un acto en sentido estricto, cuando hay una 
realización de un movimiento corporal; en una omisión pura o propia si se trata 
de un no hacer algo, o una combinación de ambas posibilidades, llamada 
comisión por omisión u omisión impropia. La acción debe depender de la 
voluntad de una persona, por lo que se excluyen de las tipificaciones delictivas 
supuestos tales como los movimientos reflejos, los estados de inconsciencia 
como el sueño, la narcosis, el sonambulismo, la embriaguez letárgica o los 
estados hipnóticos, o cuando hay una violencia irresistible que impulsa al actor a 
ejecutar actos donde la voluntad se halla sometida, anulada o dirigida. 
La conducta debe ser contraria a lo que el Derecho demanda y 
encontrarse recogida por la ley. La tipicidad es una consecuencia del principio 
de legalidad imperante en el Código Penal. El legislador se debe valer de la 
abstracción y del lenguaje para definir el tipo, por lo que siempre se distingue la 
tensión entre el casuismo exagerado y la vaguedad que no permite definir los 
límites de cada supuesto. De entre los elementos del tipo se pueden distinguir: 
los descriptivos, integrados por los de carácter objetivo (procedentes de la 
realidad perceptible, como por ejemplo matar) y los subjetivos (integrantes del 
mundo psíquico, como tener la finalidad de algo o actuar contra la voluntad de 
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alguien); los elementos normativos que exigen valoraciones, como los 
calificativos: ajeno, inmoral, peligroso… y los elementos negativos del tipo que 
lo excluyen por implicar la ausencia de los fundamentos de la antijuridicidad. 
Las causas de exclusión de la antijuridicidad son la legítima defensa, el estado 
de necesidad justificante, el cumplimiento de un deber (de tal forma que tanto 
el deber deriva del ordenamiento jurídico, como su cumplimiento se ajusta al 
mismo) o el ejercicio legítimo de un derecho, el oficio (la profesión médica, por 
ejemplo) o el cargo, y la obediencia debida. 
La culpabilidad es otro elemento del delito, de tal forma que se puede 
afirmar que no hay pena sin culpa (nullum crimen sine culpa). Con carácter 
general, existe culpabilidad cuando existía la opción de haber actuado de forma 
diferente a como se hizo, lo cual supone situar en el fundamento de la misma a 
la libertad y exige la imputabilidad, definida en concreto como la capacidad de 
actuar de forma culpable. Así, una persona es imputable cuando por sus 
caracteres biopsíquicos y de acuerdo con la legislación vigente es capaz de ser 
responsable de sus actos. Las formas, que se excluyen a sí mismas, son el dolo 
y la culpa. El dolo caracteriza a quien actúa sabiendo lo que hace y con 
intención mientras que la culpa se produce cuando quien actúa omite la 
diligencia debida. (Enciclopedia Jurídica Online, 2018). 
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2.1.6.- Comisión de Delitos. 
Es la realización de una acción u omisión voluntarias, castigadas por la ley 
con una pena. En otras palabras, es la acción de cometer un hecho delictivo, es 
decir, de un hecho sancionado por las leyes penales. 
La comisión de un delito implica la realización de una conducta contraria a 
la norma jurídico-penal, que se traduce en la lesión o puesta en peligro de un 
bien jurídico protegido por dicha norma. La idea de comisión, por tanto, encierra 
conceptualmente un juicio de relación entre el comportamiento atribuido al 
hombre y la norma que su realización prohíbe. En un sentido amplio, la 
comisión se refiere a ambas formas en que se puede manifestar la conducta 
contradiciendo la norma: acción y omisión; de manera que si la comisión del 
delito se lleva a cabo por una “acción”, es decir, por una actividad, se violará 
una norma prohibitiva y se dará origen a un delito comisivo, y si es por una 
“omisión”, es decir, por una inactividad, se violará una norma preceptiva y se 
dará origen a un delito omisivo; de donde se deriva la distinción hecha por la 
doctrina entre delitos de comisión y delitos de omisión, y que hace que, en un 
sentido restringido, “comisión del delito” sea también entendido sólo como la 
realización de una conducta delictiva mediante una “acción”. Es decir, en un 
sentido restringido, la comisión de un delito sólo es una de las formas de 
realización de la conducta contraria a la norma penal, siendo la otra forma la 
omisión. Es, sin embargo, más aceptable el sentido amplio del concepto, toda 
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vez que se admite que el concepto de comportamiento comisivo no debe 
considerarse sinónimo del de acción, pues mientras este último tiene un 
significado naturalísimo el primero sólo adquiere sentido en relación con la 
norma. (Biblioteca digial de derecho, 2017). 
2.1.7.- Demografía y Población. 
En cuanto a la demografía, tenemos que se trata de una ciencia que 
estudia las poblaciones, su estructura, dimensión, estructura, dinámica, 
procesos, formación, conservación, evolución y características generales. Es una 
herramienta que permite medir la evolución histórica de las poblaciones en sus 
múltiples procesos.  
Se entiende por población, un conjunto de individuos, constituido de 
forma estable, ligado por vínculos de reproducción e identificado por 
características políticas, jurídicas, territoriales, étnicas o religiosas. Una 
población, pues, se definirá como tal si tiene continuidad en el tiempo y si esta 
continuidad está asegurada por vínculos de reproducción que ligan padres e 
hijos y garantizan la sucesión de las generaciones. Finalmente, una población se 
define también por las características que trazan su perfil y sus límites. Los 
límites y fronteras de las distintas poblaciones son tales que los agregados así 
definidos asumen su propia autonomía y estabilidad, reproduciéndose y 
conservándose durante un lapso de tiempo. Una población, tiende a perpetuarse 
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y a permanecer en el tiempo, pero ello no significa que sea eterna. 
Una población se extingue porque la natalidad es insuficiente para compensar 
la mortalidad, o porque poblaciones inicialmente distintas se fusionan entre sí 
(Livi Bacci, 2012).  
2.1.8. - Adolescente. 
Las definiciones de niño o niña, como la persona entre cero y los 12 años 
de edad, y de adolescente, como la persona entre los 12 y los 18 años de edad, 
según la legislación colombiana, no privan a los adolescentes de la protección 
especial que les brindan la constitución política de 1991 y la convención sobre 
los derechos del niño, de conformidad con instrumentos internacionales 
ratificados por Colombia, son definiciones necesarias en la regulación legal 
sobre la protección de los menores, que permiten determinar los marcos 
respectivos para el diseño y la ejecución de los planes y programas sobre los 
niños en sentido estricto o restringido y sobre los adolescentes. 
A partir de la Constitución de 1991, en virtud al preámbulo y la 
consagración de los derechos de los niños en el artículo 44, los menores de 
edad se convierten en sujetos de derechos, considerados como seres en 
desarrollo que poseen dignidad integral. 
Por consiguiente, se consagra una protección especial que deben brindar 
el Estado y la sociedad para velar por la protección de sus derechos, los cuales 
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tienen un rango especial al tener prioridad sobre los derechos de los demás. Por 
esta razón, se ha desarrollado una protección integral de los derechos de los 
niños con el fin de evitar perjuicios a su integridad. No obstante, son 
considerados como seres vulnerables y por lo tanto son los sujetos más 
importantes en el ordenamiento jurídico colombiano. 
Para la Corte Constitucional los adolescentes son los jóvenes que no son 
mayores de edad, pero tienen la madurez y la capacidad para participar en los 
organismos privados o públicos que tengan como fin la protección de la 
juventud en virtud al artículo 45 de la Constitución Política (1991). A pesar que 
la Constitución no define las edades específicas para identificar qué grupo de 
personas son adolescentes, la Corte manifestó que la Constitución realizó dicha 
distinción con el objetivo de darle prevalencia a la participación que pueden 
tener lo adolescentes dentro de la Sociedad, quienes por su mayor grado 
desarrollo y madurez deben ser integrados a la sociedad para tomar decisiones. 
(ICBF, 2010). 
2.1.9.- Delincuencia Juvenil 
El término «delincuencia juvenil» fue acuñado en Inglaterra en el año 
1815, “Se entiende por delincuencia juvenil el conjunto de delitos, 
contravenciones o comportamientos socialmente reprochables, que cometen las 
personas consideradas como jóvenes por la ley” (Defensoría del Pueblo, 2000). 
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2.2. Referente normativo 
Para el estudio de caso, se hace necesario observar la siguiente legislación 
en materia de política criminal, la cual ha desarrollado las prerrogativas 
constitucionales sobre la materia. Las Leyes a observar son las siguientes: 
Ilustración 1 Marco legal general 
NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
1 
Constitución Política de 
Colombia 1991 
(04/07/1991) 
Los derechos y deberes de los ciudadanos 
colombianos, protección integral a los menores, 
derecho preferente y prevalente para la población 
infantil. 
2 
Ley 7 de 1979 
(24/01/1979) 
Ley 7 de 1979 Por la cual se dictan normas para la 
protección de la niñez, se establece el Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar, se reorganiza el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se 
dictan otras disposiciones.  
3 
Ley 12 de 1991  
(22/01/1991) 
Por medio de la cual se aprueba la Convención 
sobre los Derechos Del Niño adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
noviembre de 1989. 
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
4 
Ley 890 de 2004 
(07/07/2004) 
Por medio de la cual se reforma el Código Penal 
5 
Ley 1098 de 2006 
(08/11/2006) 
Por la cual se expide el Código de la Infancia y la 
Adolescencia.  
6 
Ley 599 de 2000  
(24/07/2000) 
Por la cual se expide el Código Penal 
7 
Ley 906 de 2004 
(31/08/2004) 
Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Penal 
8 
Ley 1453 de 2011 
(24/06/2011) 
Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el 
Código de Procedimiento Penal, el Código de 
Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción 
de dominio y se dictan otras disposiciones en 
materia de seguridad. 
9 
Ley 1448 de 2011 
(10/06/2011) 
Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones. 
10 
Ley 1181 de 2007 
(31/12/2007) 
Por la cual se modifica el artículo 233 de la Ley 599 




NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
11 
Ley 1577 de 2012 
(20/09/2012) 
Por la cual se establecen estímulos tributarios y 
otros, con el fin de adoptar medidas especiales para 
la rehabilitación e inclusión social de jóvenes de alto 
grado de emergencia social, pandillismo y violencia 
juvenil.  
12 
Ley 1566 de 2012 
(31/07/2012) 
Por medio de la cual se dictan normas para 
garantizar la atención integral a personas que 
consumen sustancias psicoactivas. 
13 
Ley 1616 de 2013 
(21/01/2013) 
Por medio de la cual se expide la Ley de Salud 
Mental y se dictan otras disposiciones.  
14 
Ley 1652 de 2013 
(12/07/2013) 
Por medio de la cual se dictan disposiciones acerca 
de la entrevista de niños, niñas y adolescentes 
víctimas de delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexuales.  
15 
Ley 1709 de 2014 
(20/01/2014) 
Por la cual se reforman algunos artículos de la Ley 
65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 
1985 y se dictan otras disposiciones. 
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
16 
Ley 1719 de 2014 
(18/06/2014) 
Por la cual se modifican algunos artículos de las 
Leyes 599 de 2000, 906 de 2004 y se adoptan 
medidas para garantizar el acceso a la justicia de 
las víctimas de violencia sexual, en especial la 
violencia sexual con ocasión del conflicto armado, y 
se dictan otras disposiciones. 
17 
Decreto 860 de 2010 
(18/03/2010) 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1098 
de 2006 en cuanto a las obligaciones del Estado, la 
sociedad y la Familia en la prevención de la 
comisión de infracciones a la ley penal por parte de 
niños, niñas y adolescentes y su reincidencia, así 
como las responsabilidades de los padres o 
personas responsables del cuidado de los menores 
de edad que han cometido tales infracciones, 
dentro de los procesos administrativos o penales 
que se adelanten por las autoridades. 
18 
Decreto No. 987 de 
2012. (14/05/2012) 
Por el cual se modifica la estructura del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la 





NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
19 
Decreto No. 859 de 
2014 (06/05/2014) 
Por el cual se reglamenta el parágrafo 1 del artículo 
7 de la Ley 1438 de 2011, se crea la Comisión 
Intersectorial de Salud Pública 
20 
Ley No. 1751 de 2015 
16/02/2015 
Ley 1751 de 2015 Por medio de la cual se regula 
el derecho fundamental a la salud y se dictan 
otras disposiciones. 
21 
Ley 1761 de 2015 
(06/07/2015) 
Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio 
como delito autónomo y se dictan otras 
disposiciones. 
22 
Ley 1760 de 2015 
(06/07/2015) 
Por medio de la cual se modifica parcialmente la 
ley 906 de 2004 en relación con las medidas de 
aseguramiento privativas de la libertad. 
23 
Ley 1755 de 2015 
(30/06/2015) 
 
Por medio de la cual se regula el Derecho 
Fundamental de Petición y se sustituye un título 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
24 
Ley 1753 de 2015 
(09/06/2015) 
Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 “Todos por un nuevo país”. 
25 
Ley 1752 de 2015 
(03/06/2015) 
Por medio de la cual se modifica la Ley 1482 de 
2011, para sancionar penalmente la discriminación 
contra las personas con discapacidad. 
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
26 
Decreto No. 110 de 
2015 de 2015 
(21/01/2015) 
Por medio del cual se hace una delegación ante el 





Por el cual se reglamenta la prestación del servicio 
educativo en el marco del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes y se 
adiciona al Decreto 1075 de 2015 - Único 
Reglamentario del Sector Educación. 
 
Ilustración 2. Documentos institucionales 
NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
1 
Documento  
CONPES No. 3629 de 
2009 (14/12/2009) 
Sistemas de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes -SRPA: Política de Atención al 
Adolescente en Conflicto con la ley. 
2 
Directiva No. 001 de 
2012 (26/01/2012) 
Evaluación de Políticas Publicas en materia de 
Infancia, la Adolescencia y la Juventud 
3 
Resolución No. 1301 
de 2010 (19/03/2010) 
Por la cual se aprueba el Lineamiento Técnico 
Administrativo para la atención de los adolescentes 





NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
4 
Resolución No. 3741 
de 2011 (31/08/2011) 
Por la cual se modifica el Lineamiento Técnico 
Administrativo para la atención de los adolescentes 
en el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes.  
5 
Resolución No. 4594 
de 2009 (20/10/2009) 
Por la cual se aprueba el Lineamiento Técnico 
Administrativo para la atención de niños, niñas y 
adolescentes menores de catorce (14) años que se 
presuma o hayan incurrido en la Comisión de un 
delito 
6 
Resolución No. 3454 
de 2011 (08/08/2011) 
Por la cual se establece el Marco Pedagógico para 
los Servicios de Atención del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes 
7 
Resolución No. 404 de 
2015 
03/02/2015 
Por la cual se otorga delegación especial a los 
Directores Regionales, para celebrar Contratos de 
Comodato derivados de Contratos de Aporte con 
operadores del ICBF para la vigencia 2015. 
8 
Resolución Interna No. 
6130 
21/08/2015 
Por la cual se modifica parcialmente la Resolución 
No. 3899 del 8 de septiembre de 2010 y se deroga 
la Resolución No. 5780 – del 27 de diciembre de 
2011. 
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
9 
Resolución No. 1522 
23/02/2016 
Por la cual se aprueba el Lineamiento Técnico 
Modelo de Atención para Adolescentes y Jóvenes 
en Conflicto con la Ley – SRPA. 
10 
Resolución No. 1512 
23/02/2016 
Por la cual se aprueba el Lineamiento Técnico de 
Servicios para Medidas y Sanciones del Proceso 
Judicial SRPA. 
11 
Resolución No. 1521 
23/02/2016 
Por la cual se aprueba el Lineamiento Técnico de 
Servicios para Medidas y Sanciones del Proceso 
Judicial SRPA. 
12 
Resolución No. 5668 
15/06/2016 
Por la cual se modifica el Lineamiento Técnico 
Modelo de Atención para Adolescentes y Jóvenes 
en Conflicto con la Ley – SRPA aprobado mediante 
Resolución 1522 del 23 de febrero de 2016. 
13 
Resolución No. 5666 
15/06/2016 
Por la cual se modifica el Lineamiento Técnico de 
Medidas Complementarias y/o de Restablecimiento 
en Administración de Justicia aprobado mediante 
Resolución 1512 del 23 de febrero de 2016. 
14 
Resolución No. 5667 
15/06/2016 
Por la cual se modifica el Lineamiento Técnico de 
Servicios para Medidas y Sanciones del Proceso 
Judicial SRPA aprobado mediante Resolución 1521 




NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
15 
Resolución No. 429 
17/02/2016 
Por medio de la cual se adopta la Política de 
Atención Integral en Salud. 
 
Ilustración 3 Instrumentos Internacionales 
NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
1 
Resolución No. 217 A 
de 1948 (10/12/1948) 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
2 
Resolución No. 2200 A 
(XXI), de 1966 
(16/12/1966) 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
En vigor desde el 23 de marzo de 1976 
3 
Resolución No. 2200 A 
(XXI), de 1966 
(16/12/1966) 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. En vigor desde el 03 de enero 
de 1976 
4 
Resolución No. 40/33 
de 1985 (29/11/1985) 
"Reglas de Beijing". Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de 
menores  
5 
Resolución 43/173 de 
1988. (09/12/1988) 
Por la cual se aprueba el conjunto de principios 
para la protección de todas las personas sometidas 
a cualquier forma de detención o prisión. 
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
6 
Resolución No. 45/110 
de 1990 (14/12/1990) 
Reglas de Tokio.  
Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad  
7 
Resolución No. 45/112 
de 1990 (14/12/1990) 
Directrices de Riad.  
Directrices de las Naciones Unidas para la 
prevención de la delincuencia juvenil  
8 
Resolución No. 45/113 
de 1990 (14/12/1990) 
Reglas de las Naciones Unidas para la protección de 
los menores privados de libertad 
9 
Declaración de Viena 
(17/04/2000) 
Declaración de Viena sobre la delincuencia y la 





Protocolo Facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño Relativo a la Participación de 
Niños en los Conflictos Armados 
11 
Resolución No. 12/02 
de Naciones Unidas 
(13/08/2002) 
Principios básicos para la aplicación de programas 





La salud y el desarrollo de los adolescentes en el 





NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 




Los derechos del niño en la justicia de menores. 
14 
Reglas de Brasilia  
(06/03/2008) 




de los Derechos 
Humanos 1948 
Los artículos 1° al 29° exponen los deberes del 
comportamiento adecuado para vivir en comunidad 
y el respeto a los derechos de manera general. 
Así, la prevención de la conducta punible propende 
de manera general por el respeto de los derechos 
humanos, dado que, por un lado ayuda a que se 
garanticen la autonomía, la libertad, la dignidad y 
los demás derechos de las personas que hacen 
parte de la comunidad, los cuales se estarían 
viendo vulnerados con la delincuencia juvenil, y por 
el otro, serviría como medio para evitar la 
realización de comportamientos inadecuados con 
los otros. 
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
16 
Declaración de los 
Derechos del Niño de 
1959 
La Declaración consagra una serie de principios 
garantes para una infancia feliz y el goce efectivo 
de los derechos y libertades. Prohíbe cualquier acto 
de abandono, crueldad o explotación, e insta a los 
padres, a los hombres y las mujeres 
individualmente, a las organizaciones particulares, a 
las autoridades locales y a los gobiernos nacionales, 
a reconocer los derechos del Niño y a luchar por su 
observancia. 
17 
Declaración de Lima  
(07/11/2009) 
Sobre Justicia Juvenil Restaurativa 
18 
Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y 
Políticos 1966 
Consolido los derechos civiles y políticos de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, se 
da su aplicación de manera similar. 
19 
Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales  
1966 
Los artículos 4° y 5° del Pacto en mención, 
desarrollan el deber de protección y garantía que 
tienen los Estados en relación a los derechos 





NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 





Pacto de San José 
1969 
El artículo 32 indica que “los derechos de cada 
persona están limitados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas 
exigencias del bien común, en una sociedad 
democrática”. 
21 
Sentencia No. 30645 
(04/03/2009) 
Rol del Defensor de Familia en el Proceso Penal. 
 
Ilustración 4 Jurisprudencias  
NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
1 
Auto no. 40187 de 
Diciembre de 2012  
(10/12/2012) 
Rol del Defensor de Familia en el Proceso Penal. 
2 
Sentencia No. 33510 
de 2010 (07/07/2010) 
No proceden rebajas por aceptación de cargos 
para los adolescentes responsables de la 
comisión de delitos. 
3 
Sentencia No. 39564 
de 2012 (17/10/2012) 
Representante de menor víctima- concurrencia 
de apoderado y Defensor de Familia. Carácter 
residual del último.  
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NO. 
NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 
TEMA QUE REGULA 
4 
Competencia 
subsidiaria de las 
comisarías de familia 
Radicado No. 11001-03-06-000-2014-0024-00 y 
Radicado No. 11001-03-06-000-2014-0045-00 
del 4/12/2014. Radicado No. 1100103-06-000-




Demanda de inconstitucionalidad contra el 
artículo 191 (parcial) de la Ley 1098 de 
2006 “por la cual se expide el Código de la 




Demanda de inconstitucionalidad contra los 
Arts. 3° (parcial), 15 (parcial), 24 (parcial), 28, 
32 (parcial), 48 (parcial), 51, 62, 71, 73 
(parcial), 74 (parcial), 80 (parcial), 82 (parcial), 
89 (parcial), 95 (parcial), 96 (parcial), 98 
(parcial), 99 (parcial), 100 (parcial), 104 
(parcial), 109, 111 (parcial), 129 (parcial), 131, 
132, 133, 134, 142 (parcial), 143 (parcial), 144, 
147, 148, 150 (parcial), 151(parcial), 157, 158, 
162 (parcial), 163 (parcial), 165, 170, 179 
(parcial), 180 (parcial), 187 (parcial), 189, 190 
(parcial), 191, 193 (parcial), 204 (parcial), 216 




NORMA Y FECHA DE 
EXPEDICIÓN 




Acción de tutela contra providencias judiciales-
Improcedencia por cuanto no hay vulneración del 
debido proceso en juzgamiento de menor 
desmovilizado de grupos armados al margen de la 
ley y corresponde al fiscal del caso determinar si 
se aplica o no principio de oportunidad 
8 Sentencia T-260/12 
“La jurisprudencia constitucional ha reconocido 
que los menores de edad tienen el status de 
sujetos de protección constitucional reforzada, 
condición que se hace manifiesta -entre otros 
efectos- en el carácter superior y prevaleciente de 
sus derechos e intereses, cuya satisfacción debe 
constituir el objetivo primario de toda actuación 











 LA POLÍTICA CRIMINAL DEL ESTADO COLOMBIANO Y LA 
PREVENCIÓN DEL DELITO EN LA POBLACIÓN ADOLESCENTE EN 
COLOMBIANA 
 La política criminal que está plasmada en la Ley 1098 de 2006, 
específicamente en lo que atañe al sistema de responsabilidad, es el desarrollo 
de los derechos reconocidos a la infancia y a la adolescencia por la Constitución 
Política de Colombia. Encontramos que los artículos 8°, 9° y 10° de la Ley 1098,  
Artículo 8º. Interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes. 
Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que 
obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de 
todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e 
interdependientes.  
Artículo 9º. Prevalencia de los derechos. En todo acto, decisión o medida 
administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación 
con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de estos, 
en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de 
cualquier otra persona. En caso de conflicto entre dos o más disposiciones 
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legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al 
interés superior del niño, niña o adolescente. 
Artículo 10. Corresponsabilidad. Para los efectos de este Código, se 
entiende por corresponsabilidad, la concurrencia de actores y acciones 
conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes. La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en su 
atención, cuidado y protección. La corresponsabilidad y la concurrencia aplican 
en la relación que se establece entre todos los sectores e instituciones del 
Estado. No obstante, lo anterior, instituciones públicas o privadas obligadas a la 
prestación de servicios sociales, no podrán invocar el principio de la 
corresponsabilidad para negar la atención que demande la satisfacción de 
derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes. 
Corresponden al desarrollo del artículo 44 constitucional, pues expresan la 
prevalencia que tienen los derechos de los niños y la corresponsabilidad que 
tiene la familia, la sociedad y el Estado para garantizar el ejercicio de estos. 
Los principios que esta norma contiene son los ejes rectores que el Estado 
tiene para con la infancia y la adolescencia, se basa en una política insipiente 
para prevenir la criminalidad en los niños, niñas y adolescentes, y las sanciones 
que este régimen de responsabilidad penal impone para los adolescentes 
infractores de la ley penal. 
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Es entonces la Ley 1098 de 2006, una norma que ofrece un cúmulo de 
derechos, deberes y garantías a la población infantil y adolescente del Estado 
colombiano, de allí que su finalidad sea la de procurarles su pleno y equilibrado 
desarrollo, es decir, una protección integral. El objeto de la norma, consiste en 
establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral de los 
niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y 
libertades consagrados en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como el restablecimiento 
de su derecho, cuando estos han sido inobservados, menoscabados y 
vulnerados. Dichas normas y principios son una expresa garantía de protección 
que será de obligatoria observancia por parte de la familia, la sociedad y el 
Estado. 
En términos de la misma Ley, y según los artículos 7 y 8, tenemos: 
Artículo 7º. Protección integral. Se entiende por protección integral de 
los niños, niñas y adolescentes el reconocimiento como sujetos de derechos, la 
garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o 
vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del 
principio del interés superior. La protección integral se materializa en el conjunto 
de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos 
nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación 
de recursos financieros, físicos y humanos.  
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Artículo 8º. Interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes. 
Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que 
obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de 
todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e 
interdependientes. 
En cuanto a la inimputabilidad de los adolescentes el Código de Infancia y 
Adolescencia, establece las sanciones correspondientes para aquellos 
adolescentes entre 14 y 18 años que cometan algún delito. Estas son:  
1. Amonestación: es la recriminación que la autoridad judicial le hace al 
adolescente sobre las consecuencias del hecho delictivo y la exigencia 
de la reparación del daño.  
2. Reglas de conducta: es la imposición por la autoridad judicial al 
adolescente de obligaciones o prohibiciones para regular su modo de 
vida, así como promover y asegurar su formación. 
3. Prestación de servicios sociales a la comunidad: es la realización de 
tareas de interés general.  
4. Libertad vigilada: consiste en la libertad con la condición obligatoria de 
someterse a la supervisión, la asistencia y la orientación de un 
programa de atención especializada.  
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5. La internación en medio semi cerrado: es la vinculación del adolescente 
a un programa de atención especializada al cual deberá asistir 
obligatoriamente durante horario no escolar o en los fines de semana.  
6. Privación de la libertad: es toda forma de internamiento en un 
establecimiento público o privado, ordenada por autoridad judicial, del 
que no se permite al adolescente salir por su propia voluntad. Se 
aplicará a los adolescentes mayores de 16 y menores de 18 años, 
delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda 
de 6 años de prisión. Y a los adolescentes entre 14 y 18 años de edad 
cuando sean responsables de homicidio doloso, secuestro o extorsión en 
todas las modalidades. Afirma la ley que esta privación de la libertad 
solo procede como medida pedagógica. 
Según las sanciones mencionadas, estas encuentran su asidero jurídico en 
el artículo 21 de la mencionada norma, la cual reza:  
Artículo 21. Derecho a la libertad y seguridad personal. Los niños, las 
niñas y los adolescentes no podrán ser detenidos ni privados de su libertad, 
salvo por las causas y con arreglo a los procedimientos previamente definidos 
en el presente Código. 
 Es decir, sin observar acerca de las consecuencias que podrá tener la 
sanción por la comisión de una conducta previamente tipificada, la ley protege 
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esta población, desarrollando la llamada política de prevención y mitigación del 
riesgo. Se constituyen en acciones anticipadas y dirigidas a mitigar los factores 
de riesgo para la vinculación de niños, niñas y adolescentes a acciones 
contrarias a la ley de manera autónoma o por vía de utilización por parte de 
adultos, los principales factores de riesgo identificados son la presencia de 
disfuncionalidad en las familias, la presencia de economías ilegales en los 
territorios, el consumo de psicoactivos, la desescolarización, la alta permanencia 
en calle y pobreza extrema. Así mismo las acciones anticipadas promueven 
competencias ciudadanas y habilidades para la vida que permiten a los niños, 
niñas, adolescentes y sus familias hacer frente a los factores de riesgo. 
Podríamos afirmar entonces que en el territorio del Estado colombiano se 
desarrolla la llamada “La política criminal alternativa es una política de 
transformación social e institucional” (Barata, 1982, pág. 214), entendida esta 
en los términos del artículo 15 de la pluricitada Ley, la cual reza: 
Artículo 15. Ejercicio de los derechos y responsabilidades. Es obligación 
de la familia, de la sociedad y del Estado, formar a los niños, las niñas y los 
adolescentes en el ejercicio responsable de los derechos. Las autoridades 
contribuirán con este propósito a través de decisiones oportunas y eficaces y 
con claro sentido pedagógico. El niño, la niña o el adolescente tendrán o deberá 
cumplir las obligaciones cívicas y sociales que correspondan a un individuo de su 
desarrollo. En las decisiones jurisdiccionales o administrativas, sobre el ejercicio 
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de los derechos o la infracción de los deberes se tomarán en cuenta los 
dictámenes de especialistas. 
La política criminal alternativa, nace como una alternativa que busca 
satisfacer las necesidades existentes en la sociedad, igualmente busca prevenir 
la comisión de delitos por parte de esta población; pero no resulta nada fácil en 
un país agobiado por la desigualdad, por la discriminación, iniquidad, 
desigualdad, carencia e ignorancia, causas estás del delito, por lo tanto, al 
neutralizarlas, es un verdadero desafío en un estado desprovisto de políticas 
integradoras de planes y programas que le permitan reducir los factores de 
riesgo. 
Se deben desarrollar políticas de prevención de la violencia entre y contra 
jóvenes y niñas/os que tengan como finalidad la plena inclusión y participación 
en el desarrollo de su entorno. 
Niñas, niños, adolescentes y jóvenes encuentran factores de violencia en 
todos los espacios de su vida cotidiana: familia y hogar, escuela y otras 
instituciones, trabajo y entorno comunitario, es clave que las políticas públicas 
de prevención contemplen también todos esos escenarios, y apunten a 




Las políticas públicas de juventud y de prevención de violencia deben 
responder a los derechos, necesidades y expectativas de las niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes y garantizar así el pleno ejercicio de los derechos 
humanos y de los derechos sociales (salud con especial énfasis en salud sexual 
y reproductiva, vivienda digna, educación, etc.), económicos (empleo, 
oportunidades), culturales (libertad, desarrollo pleno y respeto por sus 
identidades y posibilidad de expresión de las mismas) así como los derechos 
civiles y políticos que permitan la plena inclusión y participación en el desarrollo 
de su entorno.  
Estas políticas persiguen por lo tanto un escenario con menores riesgos 
para la incorporación de la juventud en la violencia. En ese sentido, la 
traducción de estas políticas en programas de emprendimiento, salud sexual y 
reproductiva, fortalecimiento de organizaciones indígenas, etc. pueden 
considerarse, por tanto, iniciativas de prevención de las violencias. Es 
importante también desarrollar políticas de prevención del consumo de drogas y 
alcohol, en tanto uno de los factores de exclusión y violencia es el abuso de las 
drogas por parte de jóvenes y adolescentes.  
El Sistema de Responsabilidad Adolescente en Colombia hace un uso 
excesivo de la privación de libertad, pese al hecho de contar con mecanismos 
alternativos al uso de la prisión para los y las jóvenes en conflicto con la ley.  
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Las cifras recogidas por el PNUD para el Informe de Desarrollo Humano 
para América Central, que trata precisamente sobre seguridad ciudadana, no 
muestran una incidencia importante de la criminalidad de los adolescentes 
menores de edad en las tasas de criminalidad, pese a ello existe el mito que los 
y las jóvenes son los/las mayores responsables de la criminalidad urbana. Si 
bien se ha hecho un uso del principio de oportunidad, lo cierto es que en el 
93% de los casos se ha autorizado la privación o la restricción de la libertad de 
los o de las adolescentes.  
Los datos existentes muestran la poca importancia que tiene el principio 
de oportunidad en el sistema pese a que en la doctrina internacional se 
aconseja tomar todas las medidas necesarias para evitar la intervención del 
sistema y para evitar el uso de la pena privativa de la libertad. 
El modelo del SRPA desarrollado por la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño se basa en el respeto y protección de derechos. Sin embargo, 
en América Latina, y en Colombia, se observa una involución autoritaria y el 
desarrollo de un modelo de restricción de derechos que ha sido denominado 
neomenorismo. El reconocimiento de la responsabilidad penal de los y de las 
adolescentes no puede conducir a una política que abogue por la eliminación de 
las diferencias que existen entre el SRPA y el sistema penal para personas 
adultas. Igualmente, es importante no caer en políticas de “populismo punitivo” 
que buscan la maximización de la intervención penal a través de la reducción de 
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la edad de imputabilidad penal de los y de las adolescentes. A partir del año 
1997 se da un proceso de involución autoritaria que se caracteriza por el 
desmantelamiento de los derechos que protegen a los y a las adolescentes 
dentro del proceso penal, con fuertes impulsos por la reducción de la edad de 
responsabilidad penal. 
 Como lo señala García Méndez, “se trata ahora, no tanto del aumento de 
la verborragia represiva, sino mucho más sutilmente del desmantelamiento 
sistemático, jurisprudencial, normativo y fáctico de todo tipo de garantías 
destinado a facilitar la utilización de la privación de la libertad, como una forma 
reforzada de política social, muy especialmente para los adolescentes pobres de 
las periferias de los grandes conglomerados urbanos”. 
 Esta nueva forma de “populismo punitivo” se caracteriza por una retórica 
en la que se utilizan los derechos de la infancia y de la adolescencia 
precisamente para pasar a su recorte y para adoptar políticas de mano dura. La 
involución autoritaria se ha caracterizado por el surgimiento de una concepción 
de los derechos de los y de las adolescentes como necesitados de una suerte de 
tutela por parte de los jueces. Esta concepción, calificada como neomenorismo, 
sugiere recuperar los aspectos positivos del modelo tutelar para un mejor 
control de los y de las adolescentes. En contra del neomenorismo es importante 
destacar que a la luz de la CIDN los niños y las niñas son sujetos de derechos y, 
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por tanto, la intervención estatal solo es posible para la protección efectiva de 
tales derechos. 
 En el caso de la responsabilidad penal de los y de las adolescentes es 
necesario señalar que su investigación y juzgamiento se debe dar en el marco 
de un sistema de garantías que les protege y que limita la acción del Estado. En 
suma, se trata ahora de protección de derechos y no de un modelo tutelar. 269. 
El reconocimiento de los niños y las niñas como sujetos de derechos conduce al 
desarrollo de mecanismos que hagan efectivos tales derechos, en especial 
mediante políticas sociales, y no sólo con mecanismos individuales de 
protección. La consideración de los niños y las niñas como sujetos de derechos 
es la gran transformación que se consigue con la CIDN y con los otros 
instrumentos internacionales. El modelo tutelar es reemplazado por un modelo 
garantista y fundamentado en los derechos. Los rasgos centrales de la doctrina 
de la protección integral son los siguientes: consideración de los niños y de las 
niñas como sujetos plenos de derechos; reconocimiento de todos los derechos 
para todos los niños y todas las niñas y adolescentes; la diferenciación entre 
niñas, niños y adolescentes víctimas de violaciones y adolescentes acusados de 
delitos; y, el establecimiento de una diferenciación entre protección social y 
protección jurídica.  
El reconocimiento de los niños y de las niñas como sujetos de derechos y 
la distinción entre víctimas y victimarios supone que se establezcan mecanismos 
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para la efectividad de los derechos declarados, pues no se trata de una cuestión 
de caridad o de buena voluntad de las instituciones, sino de un reconocimiento 
de los derechos como límite a la acción del Estado, pero también entendidos 
como fundamento para la acción del mismo. Ello supone la promoción de 
políticas sociales de inclusión y no solo mecanismos individuales de protección 
individual de los derechos. La condición de sujeto de derechos limita la 
actuación de los jueces, pues ahora se ven limitados por el principio de 
legalidad y por otros derechos fundamentales de las personas, tales como las 
reglas del debido proceso. Dado el carácter del derecho penal y de sus 
sanciones, se trata de que la privación de la libertad sea limitada y sea la última 
medida, en todo caso que sea excepcional, alternativa y por un tiempo breve.  
El principio del interés superior del niño supone que el Estado no puede 
limitarse a las meras declaraciones normativas, sino que debe asegurar la 
efectiva protección de los derechos de los niños y de las niñas. El principio del 
interés superior del niño apunta a la satisfacción de sus derechos 
fundamentales. No se puede aducir ningún interés superior a la garantía y 
protección de tales derechos. Esto se relaciona directamente con el principio de 
efectividad de los derechos. Esto es, no basta con que los derechos sean 
reconocidos por las constituciones o las leyes, además es necesario que el 
Estado asegure la existencia de instituciones eficaces que garanticen el libre y 
pleno ejercicio de los derechos de los niños y de las niñas. 
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El SRPA debe garantizar en todo momento y en todas sus etapas los 
derechos de los y las adolescentes a un proceso justo y dentro del marco 
establecido por las reglas del debido proceso. El proceso judicial debe ser justo, 
esto es, deber reunir ciertas condiciones para que de él se pueda predicar su 
validez. En el juicio se debe garantizar a la persona procesada su derecho a ser 
oída y su derecho a contar con asistencia técnica para así procurar un equilibrio 
de posibilidades con respecto al acusador (Ley 1098, 2006).  
El proceso penal en el sistema penal adolescente se debe caracterizar por 
ser garantista, asegurar el interés superior del niño o de la niña, ser rápido y 
ágil, basado en un derecho penal de acto y en el principio de culpabilidad, 
guiado por el principio de mínima intervención, y por ello la pena de prisión no 
es la medida principal sino que se trata de una medida que ser reserva para los 
casos más graves. Uno de los elementos fundamentales de todo proceso penal 
es la demostración de todos los elementos que permitan la imputación objetiva 
y subjetiva del hecho a la persona. Estos elementos también deben ser 
demostrados en el proceso penal de los adolescentes. Por ello, las condiciones 
personales del o de la adolescente no justifican la intervención penal. Actos 
como el uso de tatuajes o la pertenencia a pandillas, en tanto no son actos 
delictivos por sí mismos, no pueden justificar la intervención penal en contra de 




Dentro del SRPA se debe garantizar que los y las adolescente no sean 
sometidos/as a restricciones innecesarias y no razonables de su libertad. El 
principio de presunción de inocencia es uno de los principios fundamentales del 
proceso penal. Esto es aún más evidente en el sistema de responsabilidad penal 
adolescente. Teniendo en cuenta la finalidad educativa y de inclusión social que 
tiene el sistema, se trata de garantizar que los menores no sean sometidos, a 
menos que sea estrictamente necesario, a penas restrictivas o privativas de la 
libertad.  
En todo caso, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH 
registra que pese a la existencia normativa de medidas como la libertad asistida, 
la vigilancia por una institución no penal, o algunas restricciones a abandonar el 
país, en la mayor parte de los países se hace uso de la detención preventiva, 
asumiendo que él o la adolescente no comparecerán al proceso o haciendo de la 
detención preventiva una pena anticipada dentro del proceso penal. En todo 
caso, la detención preventiva dentro del sistema de responsabilidad penal 
adolescente debe ser una medida excepcional, debe ser lo más breve posible –
lo que supone que la investigación y el juzgamiento deben ser justos y rápidos-, 
y debe ser revisada periódicamente. En cuanto a su ejecución debe garantizarse 
la separación entre detenidos y condenados y entre adolescentes y adultos. 
 




INCIDENCIA DE LA POLÍTICA CRIMINAL FRENTE AL ACELERADO 
CRECIMIENTO DE LA COMISIÓN DE DELITOS DE LA POBLACIÓN 
ADOLESCENTE EN COLOMBIANA 
 
4.1.- Comportamiento antisocial 
Desde la psicología se ha abordado la explicación del comportamiento 
antisocial, en donde son relevantes las teorías del aprendizaje, los análisis de 
rasgos y características individuales, los estudios sobre vinculación social y 
delito, y los análisis sobre carreras delictivas. La “teoría de la asociación 
diferencial y el refuerzo en la conducta delictiva”, propuesta por Akers y Robert 
Burgess en 1966 (citado en Varea, J, Blanco J, 2011) sostiene que los individuos 
aprenden a delinquir en asociación con otras personas. Estos autores plantean 
que los mecanismos de refuerzo diferencial (apoyar o castigar dichas 
conductas), las creencias (rodearse de personas que avalan actividades 
punibles) y los modelos (imitación de conductas delictivas de otros), alientan a 
las personas a cometer hechos punibles y a comportarse de esta manera. Las 
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corrientes biosociales, explican que existen rasgos y factores individuales que 
predisponen al delito. 
 El modelo trifactorial de análisis de personalidad y conducta antisocial 
propuesto por Eysenck (1964) en su obra “Delincuencia y personalidad” propone 
que aquellas personas que tengan altas puntuaciones en las dimensiones de 
extraversión (patológicamente extrovertidos, bulliciosos y habladores), 
neuroticismo (inestabilidad emocional) y psicoticismo (hostilidad, egocentrismo y 
frialdad afectiva) están más predispuestos a la conducta delictiva.  
La combinación en cada individuo de sus características personales en 
estas dimensiones y de sus experiencias con el entorno, condicionarían los 
diversos grados de adaptación individual y de posibles conductas antisociales. 
4.2.- La teoría de Robert Agnew 
Por otro lado, existen teorías que sostienen que los individuos son más 
propensos a cometer delitos en reacción a vivencias de tensión, estrés o 
frustración. Robert Agnew (2006), en su teoría de la tensión, clasifica esa 
frustración en tres categorías, las cuales pueden producir tanta furia hasta el 
punto de llevar al individuo a cometer un delito. La primera, corresponde a la 
tensión experimentada al fallar en la consecución de algún objetivo importante. 
En el caso de los niños, el sentimiento de pérdida o fracaso puede mermar su 
autoestima produciendo un cambio en su comportamiento. La segunda tensión 
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corresponde al rechazo o eliminación de los logros anteriormente alcanzados 
(pérdida de un ser querido, ruptura de una relación amorosa, enfermedad, 
despido de un trabajo, entre otros). La tercera y última categoría de tensión se 
produce por la exposición a estímulos negativos (humillación pública, 
experiencias atemorizantes o traumáticas, abuso, entre otros). Según el autor, 
el comportamiento desviado puede considerarse como una solución a la 
frustración, un instrumento para mejorar sus logros, sustituir sus estímulos 
negativos o para huir de su situación. 
4.3.- La teoría de control de Hirschi 
Las teorías de control o arraigo social explican que las personas carentes 
de vínculos sociales estarán más predispuestas a delinquir que aquellas que 
tienen fuertes vínculos con la sociedad. Hirschi (1969), postuló que la familia, la 
escuela, los amigos y las actividades recreativas o deportivas crean un vínculo 
de los jóvenes a la sociedad. Los mecanismos que fortalecen esa unión son: el 
apego, el compromiso social, la participación y los valores. Desde esta 
perspectiva, la ausencia o ruptura de dichos vínculos podría ser un activador de 
la conducta antisocial. 
Según las proyecciones de población realizadas por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), en 2014 la población joven en 
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Colombia asciende a 12.644.492 personas, quienes representan el 26,5% del 
total de la población nacional. 
El comportamiento poblacional en Colombia presenta tendencias 
crecientes; como se observa en la gráfica 1, desde el 2009 viene aumentando la 
población total en Colombia, así como la población joven, aunque en menor 
medida, tanto así que, proporcionalmente ésta última tenderá a representar un 
porcentaje menor en relación la población total nacional. 
Ilustración 5 Proyecciones de población en Colombia (2009-2016) 
 
Fuente: Dane, censo poblacional de 2005 
Ingreso de adolescentes al Sistema de Responsabilidad Penal Según la 
información suministrada por la Subdirección de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), desde la 
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implementación progresiva del SRPA el 8 de marzo de 2.007 hasta el 31 de 
diciembre de 2014 han ingresado 172.530 adolescentes5 , de los cuales 29.644 
ingresaron en el año 2014, correspondiendo en su mayoría al sexo masculino al 
representar el 88,4%, mientras que de sexo femenino alcanza el 11,6%. 
Ilustración 6 Adolescentes al SRPA según año de ingreso (2007-2014) 
 
Fuente: Observatorio del Bienestar de la Niñez ICBF, 2014 
Respecto a la edad de ingreso de los adolescentes al SRPA, se observa 
que de un total de 167.5136, la mayoría tiene la edad de 17 años con el 37,2%, 
seguido por la de 16 años (31,4%). Por debajo está los 15 años de edad 
(20,5%) y en un porcentaje del 10,9%, adolescentes con 14 años. 
Por su parte, al observar el distrito judicial en el que cursa el proceso de 
los adolescentes en conflicto con la ley penal y contemplando el período 2010-
2014 debido a que a partir de 2010 se logra la implementación completa del 
 
49 
SRPA en todo el territorio nacional, se destaca que aquellos ubicados en los 
territorios con mayor concentración de adolescentes, tienen a su vez un 
significativo número de adolescentes en conflicto con la ley, siendo Bogotá el 
primer distrito con el 23,9%, seguido por Medellín con el 12,5% y Bucaramanga 
con el 6,6%. En cuarto y quinto lugar se encuentra Cundinamarca y Cali con el 
5,6%, cada uno; con el 5% aparece Pereira. Los de menor número de 
adolescentes son los distritos de Inírida, Puerto Carreño y Mitú, que representan 
menos del 1% del total. Los delitos de mayor comisión por parte de los y las 
adolescentes que han ingresado al SRPA entre los años 2007 y 2014 son en su 
orden:   
1. tráfico, fabricación o porte de estupefacientes;  
2. hurto; hurto calificado;  
3. lesiones personales; violencia intrafamiliar 
4. fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones; y,  
Ilustración 7. Número de adolescentes del SRPA, según edad de ingreso (2007-2014) 
 
Fuente: Observatorio del Bienestar de la Niñez ICBF, 2014 
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Ilustración 8. Adolescentes que han ingresado al SRPA, según el delito cometido (2007-
2014) 
 
Fuente: Subdirección de Responsabilidad Penal para Adolescentes –ICBF. 
En conclusión, la mayoría de los adolescentes que han ingresado al 
Sistema de Responsabilidad Penal, durante el periodo 2010 a mayo de 2014, 
está en distritos judiciales donde es más alta la densidad de población 
adolescente, la mayoría son hombres (88,4%), entre los 16 y 17 años, quienes 
cometen principalmente el delito de tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes junto al hurto. Para el caso de las mujeres, los delitos de mayor 
comisión son en su orden: hurto, fabricación, tráfico o porte de estupefacientes 




Jóvenes 18-28 años internos en establecimientos de reclusión, Según la 
información suministrada por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
(INPEC), desde el año 2005 a julio de 2015, los jóvenes hombres y mujeres 
recluidos en las diferentes instituciones carcelarias y penitenciarias, asciende a 
45.718, que representa el 37,8% del total de la población.  
De este número, el 93,6% son jóvenes de sexo masculino, mientras que 
el 6,3% son del femenino. 
Ilustración 9 Número de jóvenes recluidos en centros penitenciarios según sexo   
(2005-2015) 
 
Fuente: Subdirección de Responsabilidad Penal para Adolescentes –ICBF. 
 
Al revisar los jóvenes que se encuentran recluidos por año, se observa que 
la mayoría ha sido en el año 2015 (al 10 de julio), alcanzando 33%, seguido por 
el año 2014 con el 31,4%. 
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Ilustración 10 Edad de ingreso de los jóvenes recluidos en centros penitenciarios      
(2005-2015) 
 
Fuente: Instituto Nacional penitenciario INPEC, Datos consolidados de          
2005 a julio 2015 
De los 45.718 jóvenes recluidos, mujeres y hombres, la mayoría se 
encuentran en la Regional Central, al alcanzar el 28% del total, seguido por la 
de Occidente (23,2%). En tercer lugar, con porcentajes menores, se ubica la 
Regional Noroeste con el 14,5%. A estas les sigue en su orden las Regionales 
Norte (12,6%), Viejo Caldas (11,5%) y Oriente (10,3%). Finalmente, al 
observar el delito por el cual se encuentran privados de la libertad los jóvenes, 
hay diferencias según el sexo. Así, las mujeres están principalmente por tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes (35,5%), seguido en más de la mitad por 
el hurto (14,8%); para el caso de los hombres es el hurto (20,8%) seguido por 
el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (13,9%). 
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Ilustración 11 Jóvenes recluidos según el delito cometido (2005-2015) 
 
Fuente: Instituto Nacional penitenciario INPEC, Datos consolidados de          
2005 a julio 2015 
 
La comisión de delitos por jóvenes hombres se ve marcada por factores 
asociados a la falta de empleo y de oportunidades principalmente, en entornos 
delictivos, familias con dificultades económicas, violencia intrafamiliar y 
abandono por parte de alguno o los dos padres. Son jóvenes que además, 
tienen un nivel educativo que no alcanza el bachillerato, con relaciones 
problemáticas con sus pares y parejas, y con alto consumo de alcohol y otras 
sustancias psicoactivas. 
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Ilustración 12  Factores asociados a la comisión del delito (Jóvenes – hombres) 
 
Fuente: Subdirección de Responsabilidad Penal para Adolescentes –ICBF. 
 
Para las mujeres jóvenes el abandono y violencia intrafamiliar marcaron 
las condiciones de vida que las llevaron a involucrarse en actividades delictivas. 
Es determinante también, la influencia de sus parejas, donde prima la violencia, 
la subordinación y su inclusión al mundo delictivo, así como en el consumo y 
cercanía con las sustancias psicoactivas, y con quienes además tuvieron más de 
un hijo desde la adolescencia. El nivel educativo es muy bajo, manifestado por 






















La política criminal del estado frente a la prevención de delitos por parte 
de la población juvenil en Colombia no está siendo efectiva, pues la delincuencia 
juvenil se ha vuelto en estos últimos tiempos un flagelo social cada vez más 
difícil de controlar y plantea hoy un problema a la sociedad en su conjunto. 
Especialmente preocupante es el aumento de la delincuencia de los menores y 
su ingreso cada vez más precoz en el mundo delincuencial. Por esta razón, este 
tema requiere que sea tratado como un problema de la sociedad y que no sea 
visto como un hecho aislado. 
Respecto al acelerado crecimiento de la criminalidad en la población 
juvenil, el Sistema de Responsabilidad para Adolescentes no está haciendo 
ningún tipo de distinción entre aquellos jóvenes que cometen delitos menores 
con aquellos que cometen delitos más graves, quienes requieren un tratamiento 
penal diferente, por lo tanto el sistema actual está promoviendo la delincuencia 
juvenil, de igual manera tampoco está cumplimento con la responsabilidad de 
resocializar al adolescente que cometió el delito. Es necesario revisar y reajustar 
las disposiciones del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, en el 
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entendido que las posturas restrictivas no resuelve el problema de la 
delincuencia juvenil. 
Estamos padeciendo una sociedad violenta como consecuencia fatal de no 
haber mirado hacia atrás con tiempo. Nuestros jóvenes se están levantando en 
medio del laberinto del desorden social y la violencia en todas sus modalidades, 
si no reaccionamos con prontitud, será muy difícil contenerlos. Ya estamos 
arrinconados, nos han cogido tanta ventaja que se requiere de un estudio de 
mucho fondo para poderlos encausar por los senderos de la paz y la 
reconciliación. Es otro proceso de paz que tenemos que enfrentar. 
Queda claro que los códigos de menores, el Sistema Penal para 
Adolescentes y demás medidas represivas no están dando los resultados 
esperados. El problema no sería de sanciones más severas; es de 
resocialización, se debe implementar una política con medidas administrativas y 
correctivas que efectivamente contrarresten las dimensiones y la magnitud de la 
problemática de la delincuencia juvenil. La educación presenta una buena 
opción, a fin de mitigar las causas de la violencia cotidiana, pero para ello se 
requiere de políticas integrales con sentido de realidad, viables, tales como la 
participación social, planes de acción a nivel municipal y local, , Centros de 
Escucha: como una opción de organización de la escucha comunitaria para 
afrontar la salud mental, el consumo de sustancias psicoactivas y problemáticas 
asociadas, y generar opciones de respuesta con presencia de los actores 
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comunitarios y as redes de recursos, Desarrollo de Sistemas de Información 
para la caracterización de los adolescentes y jóvenes en condición de 
vulnerabilidad y riesgo de cometer conductas delictivas, Articulación con la Ley 
de Convivencia Escolar; constituidas desde el mundo del joven mas no desde el 
adulto, orientadas a promover y garantizar la protección integral de los 
adolescentes como sujetos titulares de derechos, como sujetos políticos 
protagonistas del desarrollo del país.  
La corresponsabilidad también es fundamental en este proceso de 
formación; se necesita de un buen trabajo en equipo entre educadores, padres 
de familia y autoridades. La familia como un ámbito primario para la 
socialización de todos los seres humanos, se constituye en escenario obligatorio 
de la prevención de la delincuencia juvenil en el que su concurrencia es vital. En 
la familia se despliegan factores protectores o de riesgo. Vista la prevención 
como una cadena compuesta por un sinnúmero de actores que le agregan valor, 









Barata, A. (1982). Criminología crítica y crítica del derecho penal. Roma: Siglo 
XXi. 
Biblioteca digial de derecho. (2017). Comisión del delito. México, México: 
Versión digital, disponible en http://mexico.leyderecho.org. 
Coba Monsalvo, M. C. (2012). La Constitucionalización del Derecho Penal en 
Colombia. Barranquilla, Colombia: Universidad Libre, seccional 
Barranquilla, posgrado en Derecho Constitucional. 
Constitución Política. (1991). Constitución Política de la República de Colombia. 
Bogotá, Colombia: Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio de 1991. 
Decreto 2737. (1989). Código del Menor, Derogado por el art. 217, Ley 1098 de 
2006 a excepción de los artículos 320 a 325 y los relativos al juicio 
especial de alimentos. Bogotá, Colombia: Imprenta Nacional, Diario 
Oficial del 27 de noviembre de 1989. 
Defensoría del Pueblo. (2000). La niñez infractora en Colombia. Bogotá, 
Coombia: Imprenta Nacional, Boletín No. 6 del 2000. 
Incidencia de la Política Criminal frente a la comisión de delitos por parte de los adolescentes 
60 
Enciclopedia Jurídica Online. (2018). Deltiso preterintencionales. Bogotá, 






Guzmán González, P., & Rodríguez Serpa, F. (2008). La política criminal y la 
función preventiva de la sanción penal. Revista Justicia, No. 14, de la 
Universidad Simón Bolívar - Barranquilla, Colombia, 65. 
Hikal, W. (2009). Introducción al estudio de la criminología. México, México: 
Central de México. 
ICBF. (2010). Concepto unificado No 27981. Bogotá, Colombia: Secretaria 
general del instituto colombiano de bienestar familiar. 
Ley 1098. (2006). Código de la infancia y la adolescencia. Bogotá, Colombia: 
Imprenta Nacional, Diario Oficial No. 46446 del 08 de noviembre de 
2006. 
Livi Bacci, M. (2012). Introducción a la demografía. México, México: Ariel. 
 
61 
Sentencia C-203. (2005). Menor infractor, responsabilidad del menor. Bogotá, 
Colombia: Gaceta Corte Constitucional del ocho (8) de marzo de dos mil 
cinco (2005). MP. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA. 
Sentencia C-387. (2014). Libertad de Configuracion Legislativa en Materia Penal. 
Bogotá, Colombia: Gaceta Corte Constitucional del veinticinco (25) de 
junio de dos mil catorce (2014). MP. JORGE IVÁN PALACIO PALACIO. 
Sentencia C-646. (2001). Fiscalia General de la Nacion en Politica Criminal. 
Bogotá, Colombia: Gaceta Corte Constitucional de junio veinte (20) de 
dos mil uno ( 2001). MP. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA. 
Sentencia C-936. (2010). Política Pública en materia criminal. Bogotá, Colombia: 
Gaceta Corte Constitucional del veintitrés (23) de noviembre de dos mil 
diez (2010). MP. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA. 
Sentencia T-672. (2013). Principio de oportunidad. Bogotá, Colombia: Gaceta 
Corte Constitucion al del veinticuatro (24) de septiembre de dos mil trece 
(2013). MP. ABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. 
Villegas Paiva, E. A. (2009). Los bienes Juridícos colectivos en el derecho penal. 








SRPA, Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes. 
    SNCRPA, SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN DE RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA ADOLESCENTES. 
        CPP, Código de Procedimiento Penal. 
CIA, Códigode Infancia y Adolescencia. 
CIDN, Corte Internacional de Derechos Humanos. 
PNUD, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 
ICBF, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
INPEC, Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. 
DANE, Departamento Administrativo Nacional de Estadística. 
SPA, Sustancias Psicoactivas 
  
 
63 
 
 
